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Resumen
Se analiza el papel de la ciudadanía en la evolu-
ción experimentada por el régimen franquista 
desde finales de los años cincuenta y durante 
el proceso de transición a la democracia. Para 
ello se adopta un enfoque empírico basado en 
el análisis de la documentación generada por 
organismos oficiales y los testimonios del 
personal político integrado en la dictadura. Se 
concluye que la sociedad española, a través de 
una base cultural alternativa a la oficial, influ-
yó en la evolución del régimen desde mediados 
los años cincuenta, en las tensiones suscitadas 
entre sus sustentadores, en la decisión que lle-
vó a su desmantelamiento y en la instauración 
de un nuevo orden jurídico-político de carácter 
pluralista, liberal y democrático.
Palabras clave: Transición, tardofranquismo, 
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Abstract
The role of citizens in the evolution of Franco’s 
regime from the late 1950s onwards and du-
ring the transition to democracy is analysed. 
An empirical approach is adopted, based on 
the analysis of documentation generated by 
official bodies and the testimonies of politi-
cians involved in the dictatorship. It concludes 
that Spanish society, through a cultural base 
alternative to the official one, influenced the 
evolution of the regime from the mid-1950s 
onwards, the tensions that arose among its 
supporters, the decision that led to its dis-
mantling, and the establishment of a new plu-
ralistic, liberal and democratic legal and poli-
tical order.
Keywords: Transition, late Francoism, society, 
citizenship, democracy.
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INTRODUCCIÓN

En 1993, Víctor Pérez Díaz advirtió cómo “las élites políticas acertaron durante la 
Transición, no tanto porque dirigieran al público cuanto porque supieron apren-
der de él”1. Esa afirmación nos brinda dos ideas centrales en las que este trabajo pre-
tende profundizar desde el punto de vista del conocimiento histórico. En primer 
lugar, el enunciado advierte la transición producida desde el régimen franquista 
autoritario al sistema democrático liberal en un sentido opuesto al que ese proceso 
ha poseído, y puede continuar poseyendo, para una parte de los investigadores o 
las narrativas protagonizadas por los que fueron actores de ese proceso. Nos referi-
mos a aquellos planteamientos que han sostenido que el cambio fue consecuencia 
de las decisiones y acciones de una élite política, un “pacto de caballeros” ante el 
que la sociedad habría permanecido inerte. En segundo término y conectado con 
lo anterior, la expresión advierte la existencia de una sociedad —el público— de la 
que la clase política habría aprendido, es decir, que aquella habría sido partícipe de 
esa transformación. No sería, por lo tanto, un sujeto pasivo en el proceso, sino, al 
menos, la portadora de algún tipo de sustancia susceptible de aprehensión.

Cualquiera de las dos cuestiones planteadas no constituye un asunto novedoso 
en el ámbito historiográfico y de las ciencias sociales. Desde los mismos años seten-
ta la Transición ha sido objeto de análisis y ha generado un amplísimo estado de la 
cuestión2. Sin embargo, la aparición de nuevas fuentes, la revisión de otras ya co-
nocidas, así como el paso del tiempo y los enfoques empleados pueden contribuir 
a un mayor conocimiento de ese proceso. Más, cuando transcurridos cincuenta 
años de la muerte de Franco, la Transición reaparece como objeto de relatos de dis-
tinto tipo que, muchas veces con el propósito de hacerlos más accesibles, pueden 
reducir a lo simple un proceso especialmente complejo, multicausal y poliédrico 
desvirtuando, incluso sin pretenderlo, una etapa fundamental en la historia y la 
configuración actual de España. En este caso, el planteamiento que presentamos a 
continuación admite que, en gran medida, el “poder convocante”3 del proceso de 
cambio político correspondió a los reformistas del franquismo que se instituyeron, 
en última instancia, como los protagonistas del desmantelamiento del régimen. 
Sin embargo, cuando tomaron esa decisión, la dictadura arrastraba múltiples y 
graves problemas, se hallaba sumida en la desunión y estaba privada de legitimi-

1		  Pérez Díaz, V. (1993): 51 y 52.
2		  Un estado de la cuestión actualizado lo encontramos en Prada Rodríguez, J. (2019): 9-44, 

mientras que la obra de Juliá Díaz, S. (2017) resulta de especial interés para conocer los di-
ferentes proyectos e ideas que se plantearon respecto a la necesidad de una transición desde 
los mismos años de la Guerra Civil.

3		  Gómez Fortes, B. (2009): 52.
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dad4. Por consiguiente, lo fue y lo fueron como consecuencia, o merced, a un pro-
ceso que ya estaba en marcha y a unas condiciones que aluden a una transición 
global, que se habían ido forjando desde las dos últimas décadas de la dictadura y 
en compañía de otros actores políticos y sociales que condicionaron sus actitudes 
y el propio proceso de cambio5.

La atención a los “antecedentes críticos”6 representados por los cambios po-
líticos, jurídicos e institucionales que se produjeron entre 1976 y 1979 mues-
tran como la dictadura había acumulado un conjunto de factores adversos. Tal 
y como se ha expuesto de forma concisa, si no hubiese existido una crisis, el 
tránsito a la democracia hubiese carecido de sentido7.  Además, las condiciones e 
influencias externas y la sustitución de los postulados autárquicos y nacionalsin-
dicalistas por un modelo neocapitalista provocaron cambios acelerados vincula-
dos con factores de índole estructural que, de acuerdo con las teorías del deter-
minismo económico podrían favorecer una perspectiva democrática8. Empero, 
aunque “condición facilitante”9 y modificadora de la relación entre el Estado y la 
sociedad, la modernización no deja de ser compatible con regímenes autoritarios 
o totalitarios. Por otra parte, lejos de responder, como también se ha llegado a 
plantear, a un plan escrupulosamente trazado o a algún tipo de determinismo, 
forzosamente ilusorio, los testimonios, en ocasiones operando sensu contrario a 
lo pretendido, y las evidencias documentales atestiguan la relevancia de la con-
tingencia, la “autonomía de lo político”, lo irrepetible y reversible de un proceso 
presidido por la incertidumbre10.

Si ese constituye el marco referencial en que se sitúa este trabajo, su objeto se 
centra en uno de los actores que interaccionó con todos esos ingredientes y que 
condicionó de forma fundamental el proceso de transición política, la sociedad 
española. Se sostendrá que hizo posible su éxito a través de una nueva base cultu-
ral alternativa a la oficial, imprimiendo valores y significaciones presididos por la 
tolerancia, la convivencia, la reconciliación, la moderación y el pragmatismo. De 
acuerdo con ese planteamiento, las nuevas tradiciones sociales habrían influido de 
forma fundamental entre el personal político, en la evolución del régimen desde 
mediados los años cincuenta, en las tensiones suscitadas entre sus sustentadores, 
en la decisión que llevó a su desmantelamiento y en el carácter pluralista, liberal y 

4		  Tusell Gómez, J. (1994): 66.
5		  Lemus López, E. (2001); Quirosa-Cheyrouze. R. (2016); González Fernández, A. (2019).
6		  Slater, D. y E. Simmons (2010).
7		  Jiménez Redondo, J. C. (2012): 37.
8		  Lipset, S. M. (1990); Przeworski, A. (2000); Boix, C. y S. C. Stokes, 2003
9		  Pérez Díaz, V. (1993): 43.
10	 Tusell Gómez, J. (1994): 61; Prada Rodríguez, J. (1997): 288.
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democrático del orden jurídico-político naciente. Si realizamos un pequeño salto 
hacia adelante, a modo de spoiler o revelación de la parte final de nuestro estudio, 
podemos advertir el modo en que el personal político más consciente —o dotado 
de la capacidad de discernimiento— advirtió la exigencia de adaptarse a la sociedad. 
En junio de 1976, unas semanas antes de su nombramiento como presidente del 
Gobierno, Adolfo Suárez pronunció en las Cortes un discurso —tal vez el más me-
morado y reproducido de toda la Transición— con motivo del debate del Proyecto 
de Ley de Asociación Política. Durante su intervención advirtió la necesidad de 
“elevar a la categoría política de normal lo que a nivel de calle es simplemente nor-
mal”. Sin duda, esa frase resulta elocuente para el camino que vamos a emprender, 
al evidenciar la relevancia adquirida por una sociedad que, para su dominación, 
exigía nuevas soluciones y participación, ahí radicaba el núcleo central del cambio. 
Sin embargo, a lo largo de ese discurso pronunció otra frase menos conocida que 
viene a matizar, complementar o adjetivar a esa sociedad: “Cuando tantos intér-
pretes surgen para la voz del pueblo, es lógico y es urgente que nos apresuremos a 
escuchar la voz real del pueblo, que la tiene, y que quizá sea muy diferente de como 
pensamos todos”11. El futuro presidente mostró su confianza en la moderación 
de la sociedad española que, por otra parte, no representaba una idea nueva, sino 
que se refería a la existencia de una mayoría silenciosa y a la teoría del centro que 
algunos de sus compañeros de régimen, aperturistas y/o reformistas, llevaban ad-
virtiendo desde hacía más de una década.

Ponderar el grado y el modo de la participación ciudadana, los cambios en los 
valores y las mentalidades o la emergencia de una tradición democrática y una so-
ciedad civil durante ese proceso no resulta una tarea sencilla. Al igual que sucede 
con el estudio de otros campos, como el de las dinámicas asociativas y de partici-
pación, podríamos centrar nuestra atención en la evolución producida entre 1940 
y 1975, lo que sin duda refleja un cambio significativo. Pero esa transformación no 
resulta suficiente, y menos aún las señales numéricas con las que podemos contar, 
puesto que la verdadera relevancia de este aspecto no reside en el quantum sino 
en el quale12. En este sentido, las investigaciones que se han realizado durante los 
últimos años acerca de la movilización social y la participación popular represen-
tan una aportación fundamental a la hora de evaluar el papel de la sociedad du-
rante el tardofranquismo y la transición a la democracia en términos alejados de 
la pasividad13. A través de esos trabajos, muchos de ellos centrados en escenarios 

11	 Boletín Oficial de las Cortes Españolas (BOCE), Diario de Sesiones del Pleno (DSP), nº 27, 
8 y 9 de junio de 1976, p. 110 y 111.

12	 Pérez-Díaz, V. (2001): 9.
13	 En este sentido, podemos destacar, entre otros: Lemus López, E. y R. Quirosa-Cheyrouze 

(2002); Ysàs, P. (2004); Soto Carmona, A. (2005); Molinero, C. (2006); Quirosa Cheyrouze, 
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locales o regionales, hemos podido conocer el papel representado por asociaciones 
voluntarias de diferente tipo. Incluso, recientemente, la de aquellas asociaciones 
adscritas al Movimiento, lo que, a nuestro parecer, permite obtener una visión mu-
cho más ajustada acerca de la realidad asociativa y participativa española14. Tam-
bién los análisis centrados en encuestas o estudios sociológicos han contribuido 
a ese conocimiento, del mismo modo que algunas propuestas comparativas de las 
transiciones ibéricas ayudan a delinear los rasgos que definían a cada una de sus 
sociedades. Junto a todo ello, algunas investigaciones enfocadas en el análisis de 
los discursos y los debates, a modo de “anatomía”, producidos en el seno de las or-
ganizaciones del régimen, aportan una visión que refuerza, entre otras cuestiones, 
la tesis de un régimen preocupado e impaciente por recuperar o renovar el consen-
timiento de una mayoría social15. 

Precisamente, este último método es en el que basaremos nuestro trabajo, ad-
virtiendo el modo en que la sociedad operó como sujeto de proyectos legislati-
vos, informes gubernativos y policiales, discursos, intervenciones, declaraciones, 
testimonios y estrategias del personal político, especialmente, el integrado en el 
régimen. La ingente base documental disponible en algunos Gobiernos Civiles, 
generada mediante sus propios informes y los de las Brigadas de Investigación e 
Información de las Jefaturas de Policía, o los relativos a la Secretaría General del 
Movimiento y sus jefaturas provinciales nos permiten advertir dos ideas funda-
mentales que serán trazadas a lo largo de este texto. En primer lugar, la existen-
cia de acciones, actitudes y lenguajes entre amplias capas y sectores sociales que 
cuestionaron la legitimidad del régimen. La misma existencia de muchos de los 
informes consultados evidencia la preocupación conferida por parte de las autori-
dades y del órgano político de la dictadura. En segundo término, observamos un 
cambio en los juicios y las percepciones en la oficialidad respecto al disenso social 
y sus actores. Conforme avanzó el tiempo, se produce una evolución que podemos 
considerar en tres fases. Una primera que valoró a la sociedad en términos de masa 
indiferente y a expensas de la manipulación protagonizada por minorías subversi-
vas; una segunda caracterizada por el disgusto que producía lo que, reconocieron, 
como distanciamiento social y los intentos por recuperar la influencia devaluada. 
En último término, a las puertas del cambio político —pero sin haber comenzado 
todavía —, una etapa definida por la aceptación y la premura, según la cual, la ma-
yoría de la sociedad deseaba avanzar —de forma gradual y sin ruptura— hacia un 

R. (2007 y 2011); Sartorius, N. y A. Sabio (2007); Quirosa-Cheyrouze, R. y M. Fernández 
Amador (2010 y 2017); Molinero, C. y P. Ysàs (2008); Radcliff, P. (2012 y 2019); Ortiz Heras, 
M. (2019); Martínez Garrido, A. (2024).

14	 Nos referimos a los trabajos de Radcliff, P. (2012 y 2019).
15	 Nos referimos a la obra de Molinero e Ysàs, P. (2008).
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sistema democrático. Resultaba urgente tomar el control de los acontecimientos y 
organizar políticamente a aquella supuesta mayoría sociológica a la que, durante 
décadas, se le había invitado a la desideologización.

1. LA DICOTOMÍA ENTRE LA SOCIEDAD Y EL ESTADO, O LA 
IMPORTANCIA DE LOS ANTECEDENTES CRÍTICOS

“No es el silencio, sino la confianza de quienes integran la sociedad lo que asegura 
la continuidad con garantías de que el sistema permanezca. Es engañoso el silencio 
del pueblo. Y esa confianza no es posible sin la sinceridad de plantearse los proble-
mas en sus reales dimensiones”16.

La cita corresponde al entonces procurador familiar en Cortes y exsecretario 
general técnico de la presidencia del Gobierno, José Luis Meilán Gil. La hemos tras-
ladado al comienzo de este apartado por contener cuatro de los ingredientes a los 
que prestaremos especial atención durante las siguientes páginas: la desconfianza 
en los ciudadanos, inherente a un régimen autocrático17; la capacidad que una par-
te del personal político integrado en la dictadura tuvo para concebir el distancia-
miento social;  el alejamiento entre la España real y la oficial; y su manifestación, en 
ocasiones, a través de una variante complicada de historiar o analizar, el silencio. 
Empero, la falta de sonido no suele producirse de forma absoluta. En ocasiones, 
puede ser simplemente aparente, o puede interesar que, algunas cosas que han su-
cedido o que se han dicho no trasciendan públicamente, aunque los encargados 
de investigarlas e informarlas hubiesen estado allí para verlas, escucharlas o trans-
cribirlas. Por otra parte, no participar de revueltas, gritos, cánticos o alborotos no 
implica que solo exista espacio para el mutismo, también lo hay para la reflexión, 
la abstención, las reservas, el sigilo, el disimulo, la ocultación o la prudencia. De 
ambas cosas hubo a lo largo de toda la dictadura.

El argumento central de este apartado tratará de reforzar algunas de las ideas 
que se han formulado en numerosas investigaciones acerca del papel de la sociedad 
durante la dictadura franquista, especialmente, en lo que a la adopción de nuevos 
valores, preferencias colectivas y movilización se refiere. El cambio generacional 
y la “pérdida de la juventud”; los clérigos y el aggiornamento producido a raíz del 
Concilio Vaticano II; el distanciamiento de los intelectuales, los universitarios y 
los profesionales; y la conflictividad laboral son los actores o los espacios en los 
que, de forma más nítida, se expresó el disenso. A ello, debemos de añadir a la 

16	 ABC, 28 de febrero de 1974, p. 3, “La coyuntura como tentación”; Meilán Gil (1977: p. 54).
17	 Lipset, S. M. (1990): 237.
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prensa, como un vehículo fundamental en la extensión de una opinión pública 
crítica. Sin embargo, podría cuestionarse la representación social de quienes par-
ticipaban en huelgas y manifestaciones; la influencia ejercida por sacerdotes que, 
en una proporción notable, acabaron por secularizarse; la proporción, aunque ele-
vada de forma espectacular, de universitarios; la real trascendencia de las protestas 
en forma de manifiestos; o la importancia de un número no excesivamente alto de 
lectores de periódicos y revistas. Por todo ello, hemos optado por detenernos en la 
conceptualización que el régimen tuvo acerca de esos y otros actores que pudieron 
expresar el disenso de forma silenciosa o que, simplemente, se inhibieron en la 
participación y defensa de la dictadura.

Antes de dar comienzo la etapa de rápido crecimiento económico y de que el 
régimen franquista adoptase una nueva legitimidad de ejercicio en los instantes 
finales de los cincuenta, ya se habían producido tres aspectos, en cierta medida 
relacionados, con especial relevancia a la hora de operar en los valores y las men-
talidades de la sociedad: una nueva visión de la guerra civil; la llegada a la adultez 
de una nueva generación de españoles, que no había vivido en primera persona la 
guerra; y un cambio en el mundo cultural y universitario. En el clima de stasis social 
e intolerancia intelectual sin espacio para el adversario que distinguió el inicio de 
la dictadura18, el recuerdo de la victoria y la división de la sociedad en vencedores 
y vencidos resultaron esenciales a la hora de configurar la naturaleza y legitimidad 
del régimen. La necesidad de inculcar la presencia de un hostis, cuya amenaza con-
tinuaba latente pese a su derrota, la exigencia de imprimir el odio y la polarización 
como estrategia política. Pese o como consecuencia indirecta de ello, mediados 
los años cincuenta, la idea de la reconciliación nacional ya se había incorporado, 
de forma silenciosa, a la mentalidad de la sociedad española. Diferentes actores, 
de dentro y de fuera del régimen, advirtieron ese hecho, así como la necesidad de 
superar la imposición de una dialéctica de división y enfrentamiento. La guerra 
comenzó entonces a ser concebida como un desastre colectivo, un proceso de rein-
terpretación histórica que iba a proporcionar una narrativa partidaria del consen-
so, un cambio cultural que preparó a España para la convivencia democrática19. 
El miedo a repetir una guerra jugó un papel fundamental como factor disuasorio 
frente a la polarización, de modo que, paradójicamente, se convirtió en un factor 
impulsor del cambio democrático, mediante una preferencia cultural que aspiraba 
a evitar un nuevo ciclo de polarización y conflicto. Un enfoque que contribuyó 
significativamente a la estabilidad del proceso de transición20.

18	 Ridruejo Jiménez, D. (1976).
19	 Aguilar Fernández, P. (2002 y 2008).
20	 Colomer, J. M. (1995); Edles, L. (1998); Pérez Díaz, V. (1993); Fishman, R. (2021).
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Intramuros de la dictadura, el mejor ejemplo de la necesidad de una reevalua-
ción —por supuesto, con diferentes valores y calidades— lo encontramos en las 
nuevas generaciones de falangistas que vieron cómo, con la importancia adquiri-
da por los católicos desde 1945, la “revolución pendiente” había sido devaluada y 
sentían la necesidad de conocer cuáles eran los márgenes en los que el régimen se 
podría desarrollar y cuál su verdadera identidad21. En esta misma línea, el ministro 
de Educación, Joaquín Ruiz-Giménez (1951-1956) aglutinó en su cartera un grupo 
definido y coherente destinado a reformar política, cultural e ideológicamente al 
régimen mediante una postura de tolerancia y mano tendida22, llamando la aten-
ción acerca de la exigencia de superar “el miedo a la concurrencia, el miedo al error 
y la crítica, el miedo a la libertad”23. Con ese propósito, puso en práctica un proyec-
to de apertura cultural basado en una política más integradora, capaz de restituir a 
personas e ideas que habían sido marginadas de la vida intelectual española tras la 
guerra civil. Un programa que, antes de culminar con su destitución en 1956, tuvo 
sus principales repercusiones en el mundo cultural, a través de la recuperación de 
autores excluidos o la extensión de Casas de Cultura, y en el ámbito universitario, 
especialmente, entre el estudiantado y su único órgano de representación legal, 
el Sindicato Español Universitario (SEU). Al mismo tiempo, jóvenes intelectuales 
mostraron su inquietud a través, fundamentalmente, de revistas culturales, en las 
que se presentaban como “hijos de los vencedores y de los vencidos” que mostra-
ban “su rechazo a esa división para crear una nueva situación en la que no haya 
castas, sino sólo ciudadanos libres de un país libre”24.

De forma simultánea, entre los derrotados se llamó la atención sobre la nece-
sidad de enterrar los recuerdos de la guerra, advertida como una catástrofe inne-
cesaria. La necesidad del recíproco olvido y de un perdón imprescindible para la 
reconciliación de los españoles, condición política y a la vez moral para cualquier 
transición hacia una nueva convivencia democrática. Representantes republicanos 
en el exilio advirtieron la importancia de liquidar la guerra como premisa para la 
concordia nacional. En 1956, en su alocución anual con motivo de la proclama-
ción de la República, su presidente en el destierro, Diego Martínez Barrio, advirtió 
como transcurridos veinte años de la guerra, “los descendientes de los enemigos de 
ayer experimentan la común necesidad de purificarse concediéndose un recíproco 
olvido y perdón”, exhortando a “echar llaves y cerrojos a los recuerdos de la Gue-

21	 Fueron los casos de Pedro Laín, Dionisio Ridruejo o Manuel Fraga. Ese aspecto ha sido ana-
lizado a través de una nutrida documentación por Molinero, C. y P. Ysàs (2008: pp. 18-34).

22	 Gracia, J. (2004): 273-275.
23	 Alcalá, 23-24 (1953), p.1 “Entre el dolor y la esperanza”.
24	 Así lo describía Vicente Girbau en Ibérica, 15 de diciembre de 1958, pp. 3-4, “Nueva situa-

ción”.
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rra Civil”25. En términos similares lo hizo también su vicepresidente y ministro 
de Estado, Fernando Varela, quien se refirió, ese mismo año, a la existencia de tres 
Españas, la peregrina, la oficial y la solariega o silenciosa. Tanto la oficial como la 
peregrina, representadas por los victoriosos y los derrotados en la Guerra Civil, 
se habían alejado de la verdadera, “la permanente, la silenciosa, víctima inocente 
de nuestro fratricidio”. Era necesario que la peregrina, de la que él formaba parte, 
fuese capaz de “desentrañar lo que siente, piensa y quiere la España silenciosa, el 
pueblo español”, que él mismo interpretó, no deseaba volver a 1936, ni a antes de 
1931 y tampoco seguir soportando la mengua del presente26.

Tal vez, más importante por su incidencia posterior, la primera organización 
política de la oposición clandestina también advirtió la importancia de ese cam-
bio. El Partido Comunista de España (PCE) comenzó por esas mismas fechas un 
“auténtico viraje” a través del abandono de la idea de frente y la apuesta por un 
diálogo con las Españas y entre los españoles. Para su secretario general, Santia-
go Carrillo, en la sociedad española predominaba la tendencia a la reconciliación 
nacional, mientras el recuerdo de la guerra solo estaba presente en los emigrados, 
que no conocían la España real, era necesario llegar a un acuerdo entre españoles27. 
De nuevo en 1956, el PCE publicó una declaración titulada por la “reconciliación 
nacional” en la que indicaban como, en los últimos años, se había producido una 
importante evolución: “fuerzas considerables, que en otro tiempo integraron el 
campo franquista, han ido mostrando su discrepancia con una política que man-
tiene vivo el espíritu de guerra civil (…) Un estado de espíritu favorable a la recon-
ciliación nacional de los españoles va ganando a las fuerzas político-sociales que 
lucharon en campos adversos durante la guerra civil”. Los comunistas, observaban 
como crecía en España una nueva generación que no compartía “los odios y las 
pasiones de quienes en ella participamos. Y no podemos, sin incurrir en tremenda 
responsabilidad ante España y ante el futuro, hacer pesar sobre esta generación 
las consecuencias de hechos en los que no tomó parte”. Ante esta situación, era 
preciso que las fuerzas democráticas no continuasen, como hasta ese momento, 
“al margen de la vida de España”, puesto que existía, en todas las capas sociales, “el 
deseo de terminar con la artificiosa división de los españoles en rojos y nacionales, 
para sentirse ciudadanos de España”28.

25	 Ibérica, 15 de abril de 1956, p. 16, “Alocución del 14 de abril”.
26	 Vid. Juliá Díaz, S. (2017): 212-213.
27	 Estas declaraciones las encontramos en Felipe Nieto (2014: p. 290).
28	 Declaración del PCE “Por la Reconciliación Nacional”, junio de 1956, disponible en Mundo 

Obrero: https://mundoobrero.es/2021/07/11/declaracion-del-pce-por-la-reconciliacion-
nacional-junio-de-1956/ 



Adrián Martínez Garrido78

Minius, n.º 30, 2025 (69-105) / ISSN: 1131-5989

Esa postura adoptada por los comunistas no evitó que el régimen los continua-
se utilizando como elemento de disuasión durante toda la dictadura, asociándolos 
con un terror revolucionario del que la sociedad española huía como la peste29. La 
idea de reconciliación nacional afectaba de forma singular a la dictadura, debía 
de ser combatida so riesgo de devaluar un soporte fundamental de su legitima-
ción. Evidencia de ello fue la articulación de un dispositivo de contrapropaganda 
destinado a “destruir o neutralizar los efectos de la que realiza las fuerzas de la 
oposición, utilizando procedimientos análogos y esgrimiendo, a la contra, los mis-
mos órdenes de ideas”. Con esta estrategia, planteada por primera vez en 1958, se 
pretendía combatir la “reconciliación nacional”. Para ello, las acciones se encami-
narían a 

“aparentar la existencia de otros grupos de oposición disconformes con la 

idea de reconciliación, que esgriman, de una parte, razones sobre la mayor 

importancia de tal o cual grupo político para detentar el poder el día de ma-

ñana, con exclusividad y con desprecio de los demás; de otra parte, ideas de 

venganza, abierta revancha, etc.”.

El propósito último era “llevar al ánimo de todos la consecuencia de que im-
prescindiblemente se ha de producir una alteración del orden y una negación de 
muchos valores y ventajas hoy reconocidas por el régimen”. En síntesis, las ideas 
principales que debería de esgrimir esta contrapropaganda se basaban en la exis-
tencia de “grupos políticos enemigos hasta la muerte”, la subversión social, o la ne-
gación del principio de autoridad. Además, el documento aludía a dos cuestiones 
de especial relevancia en nuestro estudio. Conscientes de la pérdida de apoyo entre 
las nuevas generaciones, un objetivo principal era trasladar a la opinión pública 
como, desde la oposición, se producía la “negación de beligerancia a la juventud, 
cualificándola de incapaz, pedante, constituida de señoritos”. De forma simultá-
nea y con el propósito de anular el sentido último de la reconciliación, debía de ser 
proyectada una pretensión de “depuración de responsabilidad de todos cuantos 
hayan colaborado con el Régimen, en cualquier aspecto o desde cualquier puesto 
político”, incluyéndose los “antiguos combatientes del Ejército Nacional”. Toda 
esa estrategia debería de articularse a través de hojas y periódicos clandestinos apa-
rentemente editados por ciertos grupos de oposición y “lanzarse sobre todos los 
sectores sociales de la Nación” a través del correo, el reparto clandestino o emisoras 
ficticias que, a modo de radios clandestinas, emitiesen en la misma frecuencia y a la 
misma hora que Radio España Independiente y Radio Pirenaica. La propia concep-
ción de esta compleja propuesta es un síntoma evidente de la relevancia social que 

29	 Alzaga Villaamil, O. (2011); García López, E. (2014).
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estaban adquiriendo los mensajes contrarios al régimen y que le conducían a una 
táctica “defensiva”, aspecto que se advirtió de forma literal en el informe: 

“Estos son las medidas que se recomiendan para salir al paso de una realidad 

que está hoy en la calle: el bulo y la propaganda adversarias. Pero es evidente 

que semejante disposición nos coloca, por fuerza, en la táctica defensiva, de 

la que hay que salir a toda costa, arrebatándole al enemigo la iniciativa”30. 

Pese a la adopción, a raíz del nuevo Gobierno de 1957, de una legitimidad basa-
da en la eficacia de la gestión, la evocación de la guerra continuó constituyendo un 
recurso imprescindible en la justificación del régimen:

Hay sectores interesados en presentarnos este comunismo como democráti-

co y cooperador, con objeto de hacernos olvidar las trágicas experiencias su-

fridas por nuestro pueblo en la década de los años 30. Esos mismos sectores 

son los que nos echan en cara que no olvidamos la guerra, nuestra Cruzada, 

porque así les conviene para sus propios planes (…) Hemos olvidado la guer-

ra, pero nunca olvidaremos la victoria.31

Si bien, lo fundamental radica en que esas invocaciones, aunque impresoras de 
miedos transcritos en silencios, fueron confinadas paulatinamente a un extremo 
del tablero político, cuya muestra más evidente es la representada por los secto-
res que, de forma característica, fueron definidos como inmovilistas, nostálgicos 
e instalados en un “búnker” desde finales de 1973. Sus lenguajes continuaron en-
salzando la victoria y perpetuando la fractura de la sociedad entre vencedores y 
vencidos, abusando de la conceptualización comunista o marxista y llegando a 
concebir traidores o “caballos de Troya” a sus compañeros de régimen partidarios 
de alguna forma de democratización32. El hecho de que la mayoría social hubiese 
desatendido la beligerancia de ese tipo de invocaciones y adoptado unos valores 
opuestos que consideraron preferibles33, iba a resultar fundamental para el éxito 
de la transición a la democracia en un sentido eminentemente moderado.

Ese cambio cultural y de mentalidad, que había operado sigilosamente en la 
sociedad, no careció de su vertiente extraordinariamente sonora. La pequeña opor-
tunidad que había propiciado el proyecto de apertura cultural derivó en graves 
enfrentamientos callejeros entre muchos de los estudiantes del SEU y los que al-
bergaban la esperanza de fundar una nueva estructura representativa. Las conse-

30	 Archivo General de la Administración Pública (AGA), Secretaría General del Movimiento 
(SGM), Contrapropaganda, Anexo nº2, 1958.

31	 Así lo expresó el Gobernador Militar de A Coruña en un discurso pronunciado tras el aten-
tado contra Carrero Blanco, La Voz de Galicia (LVG), 22 de diciembre de 1973, p. 9, “Manifes-
tación ante Capitanía General”.

32	 Fuerza Nueva, 1 de junio de 1974, p. 32, “La guerra no ha terminado”.
33	 Rokeach, M. (1973).
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cuencias inmediatas de ese enfrentamiento, además de la declaración del primer 
estado de excepción de la dictadura, fueron las destituciones de Ruiz-Giménez, 
del ministro secretario general del Movimiento, Fernández Cuesta, y del rector de 
la Universidad de Madrid, Pedro Laín, que ya había advertido sobre los efectos de 
una “censura a palo seco” y de cómo lo condenado al silencio ejercía una especial 
seducción entre los jóvenes34. Sin embargo, las repercusiones fueron mucho más 
profundas. Es en un momento tan temprano cuando sectores del régimen aler-
taron acerca de la pérdida de la juventud, que se sentía fuera de juego, apreciaba 
las instituciones franquistas como provisionales y reclamaba la justicia social que 
tanto se había prodigado en los discursos oficiales desde el final de la guerra35. En 
ese mismo sentido, uno de los protagonistas de las protestas estudiantiles, Gabriel 
Elorriaga, expresó como a raíz de la crisis universitaria no solo el régimen ensanchó 
su desconfianza hacia nuevos actores, también entre éstos, aunque con distintas 
gradaciones, comenzó a desvanecerse el crédito de la dictadura36.

Junto con los universitarios, la intelectualidad y el mundo de la cultura tam-
bién patentizaron un definitivo distanciamiento37. La autoría de numerosas cartas 
colectivas o manifiestos muestra la dificultad que el régimen tuvo que experimen-
tar para tachar de subversivo a todo aquel que lo cuestionaba. Menéndez Pidal, 
Gregorio Marañón, José María Pemán, Azorín, Luis Rosales, Camilo José Cela o 
Dámaso Alonso aparecieron como firmantes de manifiestos en los que se solici-
taba clemencia para los detenidos en disturbios estudiantiles o conflictos labora-
les y la necesidad de una amnistía que permitiese regresar o expresarse a figuras 
prohibidas o perseguidas, la plena incorporación a la vida nacional de todos los 
españoles38. En adelante, esos sectores fueron objeto de especial vigilancia por par-
te del régimen. Las universidades representaron focos de conflictividad hasta la 
descomposición de la dictadura, pero también fueron espacios fundamentales de 
socialización hostiles al régimen, comunidades de ideas y de creencias. Este último 
aspecto produjo repercusiones, de nuevo, más sigilosas, vinculadas con valores, 
inquietudes y demandas que las generaciones de universitarios pudieron trasladar, 
al poco tiempo, a sus puestos en la Administración, los Colegios profesionales, los 

34	 Vid. Molinero, C y P. Ysàs (2008): 26.
35	 AGA, Presidencia, Informe Incorporación al Movimiento de la juventud universitaria, 1961.
36	 Entrevista realizada por Adrián Martínez Garrido a Gabriel Elorriaga Fernández, 18 de mar-

zo de 2024.
37	 Informe Tendencias conflictivas en cultura popular, Ministerio de Información, 1972, en Ysàs, P. 

(2004): 65.
38	 V.gr. Carta dirigida al Ministro de Justicia pidiendo amnistía general para todos los presos 

y exiliados políticos, cuyo primer firmante fue Ramón Menéndez Pidal, en Juliá Díaz, S. 
(2014): 419.
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despachos de abogados, los hospitales, los centros de enseñanza, las redacciones de 
los periódicos o las producciones científicas y culturales. 

Desde entonces, el panorama universitario fue descrito por el Movimiento con 
especial dramatismo: “una autoridad académica acorralada, una masa estudian-
til sin medios idóneos para expresarse, una minoría agitadora que disfrutaba de 
óptimos rendimientos políticos y unas fuerzas de orden público constituidas en 
única vía solucionadora de conflictos”39. En los diferentes informes oficiales no se 
negaba la existencia de un malestar, ni tampoco se obviaban algunas causas objeti-
vas que lo generaban. Sin necesidad de exceder el ámbito universitario, la situación 
de los Profesores No Numerarios (PNN) era calificada como “insostenible”, se les 
adeudaban honorarios y percibían “una bajísima remuneración” que, además, no 
recibían “con puntualidad”. Esa situación conducía a relacionar los desórdenes 
con la “situación anómala” que experimentaban los enseñantes que más cerca del 
alumnado ejercía sus funciones40. Sin embargo, la preocupación principal del ré-
gimen consistía en que ese malestar no lograse ser capitalizado por la oposición 
clandestina. Un “contagio por las posiciones anti” que, además, era especialmente 
acusado entre los “motores más cualificados de la sociedad”41. De ese modo, en el 
momento en que comenzó a operar el cambio de sistema político, las mentalidades 
de una parte fundamental del cuerpo social habían experimentado una profunda 
transición lo que, a su vez, contribuye a explicar la “perplejidad de los observadores 
extranjeros, empeñados en mirar a España a través del prisma de su memoria de los 
años treinta, la guerra civil, y la primera década del franquismo”42.

Desvanecido, en gran medida, el apoyo de los intelectuales, la juventud y los 
universitarios, el régimen comenzó 1957 con un nuevo gabinete que, a la postre, 
supondría la consolidación de sus tensiones internas43. La pugna entre la Secreta-
ría General del Movimiento y la Presidencia del Gobierno, basada en las diferentes 
interpretaciones sobre la institucionalización de la dictadura y la necesidad, o no, 
de implementar reformas políticas relacionadas con la participación y el asociacio-
nismo generó un cruce de acusaciones entre el personal político franquista. Esos 
enfrentamientos, arrojados a la opinión pública mediante declaraciones y notas 
de prensa, ahondaron en su deslegitimación y permitieron la aparición de nue-
vos argumentos para el disenso. Este aspecto resulta especialmente relevante en 

39	 Archivo del Reino de Galicia (ARG), Fondo Gobierno Civil (GC), Informe El Movimiento en 
la provincia de La Coruña, Jefatura Provincial del Movimiento (JPM), 1973.

40	 AGA, SGM, Informe remitido por el Presidente de la Asociación Nacional de Profesores 
Adjuntos, José Zubizarreta, al Ministro Secretario General del Movimiento, José Solís, 25 de 
marzo de 1968.

41	 ARG, Fondo GC, Informe El Movimiento en la provincia de La Coruña, JPM, 1973.
42	 Pérez Díaz, V. (1993): 32.
43	 Molinero, C. y P. Ysàs (2008): 34.
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el caso del Movimiento y la Organización Sindical, al manifestar reiteradamente 
su malestar por la despolitización y desmovilización que, entendían, era producto 
de las políticas adoptadas por los tecnócratas, generadoras de un “analfabetismo 
político, reblandecimiento, falta de militancia o vacío” que convertía a unos espa-
ñoles “desorientados e indefensos material e ideológicamente” en “aptos para ser 
manejados y coaccionados”44.

La política de liberalización económica emprendida por el nuevo gabinete su-
puso el abandono del modelo autárquico y la incorporación de la economía es-
pañola al ciclo expansivo internacional. Ese cambio supuso la reevaluación de la 
política económica planteada desde la guerra. El ideal de autosuficiencia fue re-
probado por los organismos internacionales a los que España se había integrado 
a cambio de la introducción de reformas. Franco admitió el agotamiento de la vía 
autárquica y la presencia de problemas estructurales que afectaban a la economía 
española y que la distanciaban de la Europa del Plan Marshall. Rechazó, entonces, 
el tener que “conformarse con la decadencia y la mediocridad45.

La apertura de España a la economía internacional modernizó la estructura 
social y económica y propició efectos involuntarios, generadores de nuevas tensio-
nes y necesidades: desequilibrios regionales, éxodo rural, insuficiencias y déficits 
en equipamiento social, asistencia sanitaria, recursos educativos o vivienda. En el 
plano social y cultural, la industrialización y la elevación del nivel de vida fueron 
factores que contribuyeron a la formación de una sociedad de consumo, a un cam-
bio de mentalidad y de conducta, a un nuevo estilo de vida que generó nuevas ex-
pectativas acerca del bienestar. De la familia autoritaria y los valores de la cultura 
religiosa se evolucionó hacia una mayor permisividad y la secularización social46. 
Se formó una contracultura juvenil, una nueva clase trabajadora, una nueva cla-
se media urbana y una nueva clase dirigente vinculada con la banca, los sectores 
empresariales más dinámicos y la alta Administración, aspectos que habrían con-
tribuido a la sustitución de los lenguajes revolucionarios por otros de carácter de-
mocrático y a alejar las tentaciones de radicalismo47.

Por su parte, el contacto con el exterior a través del turismo, la emigración, 
las relaciones empresariales internacionales, el consumo de bienes extranjeros o 
los medios de comunicación de masas influyeron en “una masiva y omnipresente 
experiencia de aprendizaje” que permitió a los españoles entrar en contacto “con 

44	 ARG, Fondo GC, Informe JPM, septiembre de 1970.
45	 LVG, 25 de septiembre de 1957, p. 3, “Discurso en Avilés”.
46	 Fusi Aizpurúa, J. P. (1983): 25, advirtió como fue con el desarrollo del Opus Dei y no con la 

caída de la monarquía en 1931, como había pensado Azaña, que España había empezado a 
dejar de ser católica.

47	 Juliá Díaz, S. (1999): 178
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instituciones, culturas y formas de hacer las cosas en todos los ámbitos de la vida 
que eran más eficaces que las suyas (…) con menos sujeciones autoritarias, y con 
modos más libres de relacionarse unos con otros” (Pérez Díaz, 1993: p. 28). Precisa-
mente, los efectos de esos mismos fenómenos, fundamentales a la hora de sostener 
el crecimiento español, también implicaban consecuencias evaluadas en términos 
negativos por una parte del régimen. Si la emigración era causa “de desafección, 
cuando al retornar o regresar de vacaciones los emigrantes aparecían convertidos 
en enemigos políticos”48, el turismo, con sus “modas, desnudismo, homosexuali-
dad, venta de anticonceptivos, orgías y espectáculos desenfrenados” había conver-
tido zonas de España “en los más desvergonzados focos de inmoralidad, tolerada 
pública y oficialmente”, produciendo la impresión de que se estaba “vendiendo 
pedazos de España, en su tierra, en su alma y en su cuerpo”49.

El desarrollo también implicó la aprobación de normas con efectos involun-
tarios. Los años inmediatos al plan de estabilización generaron la necesidad de 
adaptar el marco laboral a la industrialización acelerada, propiciando nuevas re-
laciones entre empresas y productores. Se aprobaron disposiciones legales50 que 
permitieron un mayor margen de libertad en la elección de los representantes de 
los trabajadores y crearon un marco para la negociación salarial, pero también pro-
piciaron la aparición en la mecánica sindical de organizaciones clandestinas y la 
extensión numérica y sectorial de las huelgas. De este modo, los sectores tradicio-
nalmente más conflictivos, representados por la minería, la metalurgia y la cons-
trucción, pasaron a contar con la participación de otros vinculados con las clases 
medias y profesionales como la sanidad, la enseñanza o la banca y las jornadas 
perdidas por paro se multiplicaron de forma espectacular. Todo ello, permitió que 
los trabajadores acumulasen una notable experiencia en negociaciones colectivas 
y autoorganización51. 

Tanto la elevación de la conflictividad como el entrismo de los sindicatos clan-
destinos provocaron que, a comienzos de 1970, desde el Movimiento se considera-
ra que en el mundo del trabajo existía una “ausencia de políticas sociales justas y 
hábiles, con una presidencia de los jurados que adolecía de prestigio y capacidad”. 
Las relaciones laborales se caracterizaban por una confrontación entre el “abuso 
subversivo que intenta la consagración del poder obrero” y “el vicio capitalista del 
trabajo como pura mercancía”, derivando en la pretensión, por parte del gobier-
no, de “domesticar la representación social”. Una “funesta defraudación” que pro-

48	 ARG, Fondo GC, Informe El Movimiento en la provincia de La Coruña, JPM, 1973.
49	 AGA, SGM, Carta remitida por Juan Pérez Alhama a José Solís Ruiz, 14 de marzo de 1969.
50	 Ley de Convenios Colectivos en 1958, de Jurados de Empresa en 1962 o sobre huelgas eco-

nómicas en 1965.
51	 Pérez Díaz, V. (1993): 29.
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ducía condiciones favorables a los cuadros subversivos, más cuando una política 
de precios desacertada iba acompañada de unas medidas salariales que adolecían 
de excesivas cautelas, creando “una situación de irritante discriminación” que en-
contraba en la renovación de los convenios colectivos el momento “explotado de 
agitación”52. 

El régimen fue consciente de las nuevas tensiones sociales y de los nuevos mo-
tivos para la movilización que la transformación económica estaba generando y la 
necesidad de cauces de integración capaces de canalizarlas, de controlar y dirigir 
las fuerzas sociales. La Reforma de las organizaciones existentes (OSE, SEU), la 
creación de la Delegación Nacional de Asociaciones, o las leyes reguladoras del 
derecho de petición, de creación de Asociaciones familiares, de Asociaciones o de 
Prensa e Imprenta fueron establecidas con el propósito de adaptarse y controlar las 
nuevas necesidades. La aprobación de esta última, en 1966, también mantiene una 
relación causal con el desarrollo económico al considerarse, desde una parte del 
régimen, que los cambios producidos estaban aminorando la polarización socioe-
conómica y permitían la aprobación de disposiciones legislativas en un sentido 
más avanzado. 

Con todas las prevenciones y limitaciones propias de un Estado autoritario, la 
ley de prensa resultó liberalizante, terminó con una función de correa de transmi-
sión del poder político, con la censura previa y estimuló, mediante la circulación de 
información, una “cierta manera parademocrática”53. La propia aprobación de la 
norma sugiere de forma excepcional dos almas en la dictadura que, en gran medi-
da, representaban otras tantas formas de concebir a la sociedad española. Su prin-
cipal valedor, el ministro Manuel Fraga, consideraba que era “un paso obligado 
por muchas razones importantes” y advertía el modo en que los cambios produ-
cidos en el país permitían un mayor clima de libertad, de tolerancia o de iniciativa 
ciudadana54. Así lo concebía la propia ley, que apreciaba la “necesidad de adecuar 
aquellas normas jurídicas a las actuales aspiraciones de la comunidad española 
y a la situación de los tiempos presentes”55 y la Vicesecretaría General del Movi-
miento, que veía una “necesidad imperativa de la nueva sociedad”56. Sin embargo, 
otra parte del personal integrado en el régimen, como Alonso Vega, Jorge Vigón 
o Carrero Blanco consideraban que la ley había impedido garantizar la disciplina 

52	 ARG, Fondo GC, Informe El Movimiento en la provincia de La Coruña, JPM, 1973.
53	 Fusi Aizpurúa, J. P. (1983): 64.
54	 Fraga Iribarne, M. (1980): 145.
55	 Ley 191/1964, de 24 de diciembre, de Asociaciones.
56	 AGA, Presidencia, Nota informativa sobre el Anteproyecto de Ley de Prensa e Imprenta, julio de 

1965.
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social y producía un “deterioro moral, religioso y político”57. El almirante asimila-
ba la sociedad española con un alcohólico en cura de desintoxicación, un sentido 
similar al expresado por Salazar cuando consideró que, al igual que las drogas, las 
informaciones peligrosas deberían de despacharse con receta58.

Desde las jefaturas provinciales del Movimiento se consideró que esa ley era 
“la causa de la reactivación y movilización entre poetas, artistas, intelectuales, 
universitarios, conferenciantes y algunos jóvenes clérigos seculares”, consentía 
la venta de toda clase de libros y obras en las librerías y la celebración de ac-
tos culturales y literarios”. Todo ello provocaba “el deterioro de la imagen de la 
realidad” y la existencia de una “relación directa de la venta de periódicos con 
la dosis de demagogia difundida”59. El debate en torno a la prensa se extendió 
hasta el final de la dictadura, tanto que marcó uno de los hitos de su descompo-
sición, cuando la destitución, en 1974, del ministro de Información y Turismo, 
Pío Cabanillas, supuso la evidencia de que cualquier intento de evolucionar esta-
ba llamado al fracaso60. Sin embargo, su cese no pudo impedir que la acción de 
los medios de comunicación social, “desde el libro de tesis, hasta la propaganda 
comercial”, propiciasen una “corrupción moral” y condicionasen a la opinión 
pública en términos contrarios al autoritarismo61. Evolución que, a comienzos 
de 1976, provocaba que López Rodó advirtiese como Radio Nacional de España 
(RNE) parecía actuar de caja de resonancia de las actividades y manifiestos clan-
destinos y a que dudase de si había sintonizado la emisora oficial o la soviética 
Radio España Independiente62.

El desarrollo económico también había supuesto la adopción de una nueva 
fórmula de legitimación fundamentada en criterios de eficiencia, perfeccionamien-
to técnico y aumento del bienestar con la que, sin alterar la monopolización del 
ejercicio del poder político63, se pretendía, además de que las ideologías entrasen 
en una fase crepuscular, obtener una adhesión pasiva de la sociedad. Sin embargo, 
la adopción de ese planteamiento suscitó múltiples efectos no previstos y tampo-
co deseados. La precoz desinversión del Estado español en la organización social 
abrió la puerta a una sociedad civil más diversa e independiente y la ciudadanía, 
desprovista de la influencia de unas organizaciones de encuadramiento devalua-
das y de políticos encarnados en líderes de opinión, comenzó a ser consciente del 

57	 Molinero, C. y P. Ysàs (2008): 124.
58	 Así se lo habría trasladado Salazar a Manuel Fraga, Fraga Iribarne, M. (1980): 104.
59	 ARG, Fondo GC, Informe de la Jefatura Provincial del Movimiento, septiembre de 1968.
60	 Cebrián Echarri, J. L. (1996): 24.
61	 AGA, SGM, Carta remitida por Juan Pérez Alhama a José Solís Ruiz, 14 de marzo de 1969.
62	 López Rodó, L. (1993): 213.
63	 Jiménez Redondo, J. C. (2012): 49.
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desajuste entre las estructuras políticas y la realidad social64. Encontró, como fue 
reconocido desde el personal político integrado en el régimen, un modus vivendi 
para sustanciar los conflictos suscitados, dentro o fuera de un sistema que había 
perdido el dominio sobre extensas áreas de la vida social65.

Tanto las asociaciones familiares surgidas en 1963, como las organizadas en 
virtud de la Ley de Asociaciones de 1964, propiciaron una interacción comunica-
tiva que confirmó las identidades ciudadanas, expandió las posibilidades partici-
pativas y creó redes de solidaridad, nutriendo el eje horizontal de la ciudadanía. 
Pero también, a través de sus peticiones y la interlocución con las autoridades 
desarrollaron su dimensión vertical, intentando influir en las decisiones y am-
pliando los parámetros del debate público en el ámbito de la sociedad civil66. 
Unas y otras se convirtieron en espacios en los que los ciudadanos tomaron parte 
en la resolución de problemas comunitarios de forma organizada y pudieron 
prepararse para su futuro papel como ciudadanos democráticos. Las inscritas 
en el Movimiento nacieron con el propósito de dotar a la sociedad de instru-
mentos de expresión que, evidentemente, deberían de ser canalizados median-
te su estructura. Sin embargo, estas agrupaciones evidenciaron las dificultades 
movimentistas a la hora de controlarlas y orientarlas hacia la mediación con la 
sociedad, germinando tensiones con un régimen autoritario que las investigó e 
informó policialmente67. La preocupación fundamental de las autoridades no 
deparaba tanto en los discursos, las prácticas y las dinámicas de participación 
cívica que se estaban generando, tampoco en el malestar que entre las integrantes 
de las asociaciones de Amas de Casa causaba descubrir el plano de inferioridad 
con respecto a los hombres que les reservaba el Código Civil, la denuncia de la 
corrupción administrativa, la carencia de plazas escolares o de servicios públicos, 
sino que la prioridad residía en que ese malestar no fuese articulado por las orga-
nizaciones clandestinas, no se erigiese en “un puente de plata para los taimados 
enemigos del régimen”68. 

64	 Radcliff, P. (2012): 23-48.
65	 Martín Villa, R. (1984): 42.
66	 Siim, B. (2004).
67	 Los informes policiales disponibles acerca de sus actividades e integrantes muestran la pre-

ocupación por los temas tratados en conferencias y las reacciones de las asociadas, orga-
nización de actividades y campañas de abstención de compras de alimentos o solicitando 
mejores servicios públicos, también la existencia de miembros del PCE que, en algunos ca-
sos llegaron a presidir las agrupaciones, caso de Ferrol, o las invitaciones a conferenciantes 
comunistas. Vid. Martínez Garrido, A. (2024). Estas evidencias respaldan la tesis expuesta 
por Radcliff, P. (2019) acerca de la autonomía de este tipo de asociaciones pese a su vincu-
lación con la SGM.

68	 Así lo recogían los documentos relacionados con la Exposición de motivos y el Anteproyec-
to de las Asociaciones Familiares, en Radcliff, P. (2019): 62. 
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Por su parte, la ley de 1964 abrió una vía legal para la creación de agrupaciones 
no vinculadas con el Movimiento o la Iglesia y permitió la proliferación de asocia-
ciones de diferente tipo, como las culturales y las vecinales, que desempeñaron un 
papel crucial en la transformación social y lo hicieron, además, bajo estructuras 
organizativas democráticas prescritas por la propia legislación69. Las primeras de-
safiaron los límites del régimen mediante expresiones críticas en revistas, manifies-
tos y actos públicos. De nuevo, fortalecieron las dinámicas de participación y fue-
ron escenario de entrismo por parte de organizaciones de la oposición clandestina. 
Pero, además, provocaron que el régimen reconociese su capacidad para concitar 
en “los estrados públicos a profesores, economistas, escritores, ensayistas, etc., de 
lo más destacado de la intelectualidad”70 que, mediante sus intervenciones mos-
traban “una inquietud que supone algo así como queja que de antemano se sabe 
que no será atendida por el Poder central71.  Las carencias urbanas derivadas de un 
desarrollo irregular y poco planificado provocaron la aparición de un espectacular 
movimiento asociativo vecinal. Estas asociaciones en defensa del bien comunita-
rio defendieron la mejora de servicios y equipamientos públicos, como vivienda, 
sanidad, educación, alumbrado y oferta cultural proponiendo “auto-soluciones” 
de carácter cívico72. Conformadas por una base social diversa —obreros, profesio-
nales, comerciantes—, aunque las autoridades advertían ser conscientes de “quien 
estaba detrás de ellas”73, las asociaciones se consolidaron como espacios de deba-
te, movilización y negociación con la Administración, fomentaron una conciencia 
colectiva, legitimaron derechos sociales, negociaron institucionalmente, sirvieron 
como cauce de solidaridad social,  contribuyeron a la democratización del país 
mediante el impulso de los derechos y libertades fundamentales, coadyuvaron a 
la reconstrucción de la sociedad, a la agregación social y a la articulación de las or-
ganizaciones políticas74. En definitiva, se constituyeron en instrumentos de defen-
sa de los intereses ciudadanos que actuaban como una suerte de “ayuntamientos 
paralelos”75.

69	 El punto 2 del artículo sexto de la Ley 191/1964, de 24 de diciembre, de Asociaciones, expre-
saba como “El Órgano supremo de las Asociaciones será la Asamblea general, integrada por 
los socios, que adoptarán sus acuerdos por el principio mayoritario”.

70	 ARG, Fondo GC, Informe de la Jefatura Superior de Policía remitido al Gobernador Civil, 
26 de febrero de 1970.

71	 ARG, Fondo GC, Informe de la Jefatura Superior de Policía remitido al Gobernador Civil, 1 
de julio de 1968.

72	 Borja, J. (1975): 100.
73	 ARG, Fondo GC, Informe del Gobierno Civil sobre los aspectos social y económico en la 

provincia, 1976.
74	 Quirosa-Cheyrouze, R. y M. Fernández Amador (2010).
75	 Martín Villa, R. (1984): 200.
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Algunas de estas dinámicas asociacionistas se produjeron en cierta conexión 
con los cambios experimentados por la Iglesia católica a raíz del Concilio Vatica-
no II (1962–1965). Estas transformaciones incidieron profundamente en la esfera 
política y social al promover un giro teológico y pastoral que socavó las bases del 
nacionalcatolicismo e introdujo principios como la libertad religiosa, los derechos 
humanos y la adecuación cultural y lingüística de la liturgia. Esa renovación im-
pulsó un sector eclesial comprometido con la justicia social y el cambio político, 
que se distanció de la caridad tradicional para alinearse con la defensa de los dere-
chos humanos, discursos marxistas y prácticas de oposición al régimen. A partir de 
ese momento, sectores como la HOAC y la JOC, junto a numerosos clérigos, impul-
saron una reinterpretación de la doctrina social, influyendo especialmente en jó-
venes y universitarios, pero también en incuantificables feligreses que escucharon, 
en silencio, homilías impregnadas del nuevo espíritu vaticano. Ese catolicismo se 
manifestó en homilías críticas, en el uso de lenguas cooficiales en la liturgia y en 
colaboraciones con organizaciones clandestinas, generando reacciones en secto-
res ultraconservadores que denunciaron una “traición de los clérigos”76. Gracias 
al régimen jurídico favorable que la Iglesia mantenía, se habilitaron espacios ins-
titucionales que facilitaron la expresión de estas posturas reformistas, tanto entre 
sacerdotes como entre organizaciones laicas. Además de celebrar homilías “sub-
versivas”, los sacerdotes progresistas desempeñaban otro tipo de actividades desde 
las que “aprovechaban para ejercer labores abiertamente tendenciosas”, desacre-
ditando a las autoridades y estamentos gubernamentales, “haciendo propaganda 
intensiva y dogmatizando los naturales problemas de toda índole”, utilizando, 
para esos fines, los cursillos matrimoniales o las asociaciones de padres, juveniles y 
vecinales77. Junto con esas actividades, los informadores alertaban sobre actos “pa-
ralitúrgicos” en los que se recogían firmas para campañas, se realizaban peticiones 
de amnistía o se suscribían manifiestos contra decisiones gubernamentales78.

2. LA NECESIDAD DE ADAPTAR UN ESTADO AUTORITARIO A UNA 
MAYORÍA SOCIOLÓGICA DEMOCRÁTICA

Desde el atentado que costó la vida al presidente del Gobierno, Carrero Blanco, 
las percepciones en el interior del régimen respecto a los valores y las actitudes 

76	 Molinero, C y P. Ysàs (2008):161.
77	 ARG, Fondo GC, Informe de Antecedentes, remitido por la Jefatura Superior de Policía al 

Gobernador Civil, 25 de octubre de 1976.
78	 ARG, Fondo GC, Informe remitido por la Jefatura Superior de Policía. al GC, 14 de diciem-

bre de 1974.
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predominantes en la sociedad cambiaron de forma considerable. La incertidumbre 
y la inquietud presidieron la etapa que transcurrió desde ese momento hasta la 
descomposición de la dictadura. En el ámbito que nos ocupa, esa transformación 
se tradujo en el abandono de la idea por la cual, el malestar expresado por la socie-
dad respondía a las maniobras de unas minorías subversivas. El abuso de la con-
ceptualización comunista por la mayoría de los informes gubernativos, policiales 
o del Movimiento solía ir, a lo sumo, acompañada de las expresiones “compañeros 
de viaje” o “tontos útiles”. A través de esas fórmulas contenían al conjunto de ac-
tores que hemos ido evidenciando en páginas anteriores. Sin embargo, a partir de 
entonces, ese tipo de juicios fueron afinándose y se acompañaron de la exigencia de 
organizar políticamente, y de forma urgente, a lo que, consideraban, una mayoría 
social.

Esa necesidad, aunque esbozada en forma de movilización o asociación polí-
tica bajo el paraguas del Movimiento desde los años cincuenta, había adquirido 
un impulso en los últimos instantes de los sesenta, cuando se comenzó a plantear 
la teoría del centro y la existencia de una mayoría silenciosa. Resulta relevante ad-
vertir como esos postulados no comenzaron a concitar el respaldo de una parte 
considerable de las élites políticas del régimen hasta 1974 y como, después de ese 
momento, continuaron los planteamientos estáticos o inmovilistas en el seno de la 
dictadura. Sin embargo, estos últimos fueron paulatinamente arrinconados a una 
esquina del tablero, no solo entre el propio personal político, sino, tal y como lo 
reconocieron informes generados por el Movimiento, por la propia sociedad, cuan-
do advertían como la defensa de “conceptos y valores trascendentales” les situaba 
“en el pestífero sector de los ultrarreaccionarios”79. A su vez, los actores que, desde 
el régimen, postulaban la necesidad de unas reformas democratizadoras fueron 
definidos desde aquellos sectores como “traidores” a los que convenía apartar del 
poder, so riesgo de terminar como el régimen portugués, “desarbolado interior-
mente, erosionado y carcomido por dentro”80.

Fraga Iribarne, entonces embajador en Londres, entendía que la España de 
comienzos de los setenta estaba definida por “cambios intensos, de aceleraciones 
en la dinámica política, social y económica”. Por ello, aquellos que consideraban 
“que los problemas políticos pueden resolverse encerrándose en una urna de cris-
tal opaco, para no ver ni oír lo que pasa fuera” constituían una amenaza hacia el 
orden social establecido. Sin embargo, también lo hacían los que creían que se 
podía “intentar una operación de borrón y cuenta nueva sin grave riesgo de dar un 

79	 ARG, Fondo GC, Informe El Movimiento en la provincia de La Coruña, JPM, 1973.
80	 Arriba, 28 de abril de 1974, p. 3, “Falsos liberales infiltrados en la Administración o en las 

esferas del poder”.
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salto en el vacío”. En definitiva, abogaba por una teoría del centro que, entendía, 
era la compartida por una gran parte de españoles, consistente en una reforma que 
permitiese evolucionar hacia “formas más homologadas en el Occidente”81.  Lo 
cierto es que, en 1974, la opción de la mera continuidad no gozaba de un respaldo 
significativo en el cuerpo social, mientras en el seno del régimen era minoritario. 
Sin embargo, sí disfrutaba del apoyo de un sector del ejército que dotó al proceso 
de cambio de un “ruido de sables”82. Si el ministro de Marina, Pita da Veiga, ad-
virtió que no permitiría el desmantelamiento del régimen, el general Fernando de 
Santiago, indicó que él no era Berenguer, y que no consentiría que se quebrantase 
el orden institucional, diría “¡basta! en el caso de que continuasen las huelgas, las 
manifestaciones con puños en alto o las banderas rojas”83. Ese “potencial golpista” 
continuó sirviendo, de igual modo que lo hizo durante toda la dictadura, de ele-
mento moderante respecto a la sociedad y la oposición, al introducir una “autoli-
mitación en la formulación de la demanda84.

Las auténticas opciones de futuro se limitaban a dos: ruptura o reforma, evi-
dencia de la potente presión que se estaba ejerciendo “desde abajo”. Ello no implica 
que se pensase en el éxito de un eventual golpe revolucionario, también podría 
detonar la reacción entre los militares y la vuelta a un “punto de partida”85, una 
posibilidad igualmente rechazada por los partidarios de la reforma. Los testimo-
nios de muchas de las figuras políticas integradas en el régimen atestiguan la idea 
del disenso social, aunque, en ocasiones, caigan en la contradicción y exijan una 
lectura especialmente atenta86. Las memorias de López Rodó resultan un magní-
fico ejemplo al respecto. A lo largo de su texto, advierte que, a la altura de 1974, el 
país estaba en una situación de “guerra subversiva” propiciada por un comunismo 
internacional empeñado en “imposibilitar una evolución pacífica en España y a 
malograr el creciente bienestar”87. Sin duda, el escenario expresado por el exmi-
nistro proyecta una situación verdaderamente crítica. “Esto se acaba” fue lo que le 
expresó al presidente Arias en julio de 1974, mientras que éste le habría respondido 
que la España de entonces no era la de los años cuarenta. Dos años más tarde, en 
enero de 1976, recoge el testimonio de José María López de Letona, quien consi-
deraba que las zonas de Getafe, Villaverde, San Fernando de Henares y Torrejón se 
hallaban en una “situación prerrevolucionaria”88. En otras ocasiones, nos traslada 

81	 LVG, 29 de junio de 1974, p. 32, “Fraga propugna una solución política de centro”.
82	 González Fernández, A. (2019): 137.
83	 López Rodó, L. (1993): 200 y 226.
84	 Fishman, R. (2021): 73.
85	 Otero Novas, J. M. (2015): 27.
86	 Tusell Gómez, J. (1994): 68.
87	 López Rodó, L. (1993): 145.
88	 López Rodó, L. (1993): 63 y 211.
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a una situación no tan dramática y que entra en contradicción con la amenaza 
comunista, aunque no resulta menos preocupante para el futuro de la dictadura. 
Es el caso de la conversación mantenida con Franco en septiembre de 1974, en la 
que, si bien le advierte de que una “gran masa del país”, a la que relaciona con “los 
campesinos y el pueblo llano”, se encontraba “sana”, no se podía decir lo mismo 
de los trabajadores industriales, el mundo empresarial y los profesionales. Además, 
afirmaba que, entre la clase política del régimen, predominaba la desorientación, el 
escepticismo, el entreguismo y la creencia en el “inexorable triunfo de la izquierda”. 
Una situación que llevó a José Solís a advertir un régimen “desahuciado”89.

 En los escritos de Rodolfo Martín Villa también encontramos evidencias de 
una cierta contradicción. A lo largo de su obra subraya como fue una parte del per-
sonal procedente de la dictadura, con el impulso del rey Juan Carlos I, quien “trajo” 
la democracia a España. Sin embargo, reconoce en múltiples ocasiones el papel 
de la ciudadanía, de una “sociedad que se sabía apta para la democracia” y, lo que 
resulta más relevante, como en 1976 era consciente de un desajuste entre el apara-
to político y la realidad social. Había una clara dicotomía entre “una sociedad, en 
general internamente democrática, moderna y pujante, y un Estado autoritario en 
trance de agotamiento” (Martín Villa, 1984: p. 41). En definitiva, existían las condi-
ciones para que se produjese un cambio en la forma del Estado capaz de responder 
a la realidad social, más, si cabe, cuando la participación política de los ciudadanos 
a través de los cauces establecidos, como lo eran los diferentes procesos electorales, 
se reconocía “alejada de que pudiera considerarse como tendencia positiva”90.

Sin embargo, una parte cada vez más relevante del personal político integrado 
en el régimen franquista no solo tuvo la capacidad de comprender la profundi-
dad del cambio producido en la sociedad y su incompatibilidad con un régimen 
autoritario, también de la necesidad de organizar lo que consideraban una mayo-
ría sociológica de cara a un próximo escenario electoral, de controlar un proceso 
de cambio que se terminó por advertir ineludible. En este sentido, la experiencia 
portuguesa representó un magnífico ejemplo de lo que no debería de acontecer 
en España, no ya un proceso de saneamento que impidiese participar a quienes hu-
biesen ocupado algún cargo de representación durante la dictadura, también la 
marginación general de las posiciones conservadoras. Resultaba imprescindible 
ofrecer cauces para “agrupar a los ciudadanos de orden”91 y permitir que la gran 
mayoría de españoles, “afanados en sus problemas diarios”, pudiese prepararse y 
organizarse para el cambio, “para asumir plenamente un papel más activo en la 

89	 López Rodó, L. (1993): 70 y 129.
90	 AGA, SGM, 1973, “Informe de las Elecciones Municipales, Tercio Familiar”.
91	 ABC, 3 de octubre de 1974, p. 31, “De Portugal la lección”.
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configuración presente y futura de su propio destino colectivo” y, para ello, preci-
saba de “unas reglas de juego adecuadas” (Meilán Gil, 1977: p. 70). 

La Revolución de los Claveles constituía una experiencia ilustrativa de una ar-
ticulación política basada en la exclusión, no solo de los que habían participado 
en la dictadura, también de los sectores que carecían de crédito revolucionario92. 
Para controlar el escenario postautoritario y no dejar a la izquierda su monopoliza-
ción, habría que avanzar decididamente en las reformas, organizar una transición 
y organizar a la derecha, configurar una alternativa democrática y moderadora del 
inevitable proceso de cambio que se avecinaba en España. En este sentido, se alertó 
del riesgo de que una inmensa mayoría, no organizada en la clandestinidad o la 
oposición activa, quedase inerme, sin capacidad de reacción ante hechos que se po-
drían producir por sorpresa. Los sectores moderados, que los partidarios de la in-
troducción de reformas consideraban una “mayoría silenciosa”, se veían “avasalla-
dos por sus flancos”, sin posibilidad de organizarse políticamente cuando, además, 
“el centro prospera en la democracia y esta no es viable sin un centro poderoso”93. 
Por ese motivo, “el orden de las jugadas” sería decisivo para el resultado final, “an-
tes de empezar a jugar hay que permitir —y cerciorarse de ello— que estén organiza-
dos todos los que van a participar o que es deseable que lo hagan”94.

Estas referencias permiten insistir en dos aspectos. De un lado, la existencia de 
una presión desde abajo, de otro, la necesidad de ofrecer una propuesta política 
adaptada a una mayoría social que, entendían, no podría basarse en la mera do-
minación, sino en la articulación de soluciones basadas en valores democráticos y 
moderados. No se trataba, únicamente, de la existencia de una oposición política y 
clandestina, sino que el malestar se extendía por amplios y diversos sectores socia-
les que veían insuficientes o ineficaces los cauces para su participación en los pro-
cesos de toma de decisión que afectaban a sus ámbitos profesional, universitario, 
corporativo, laboral, territorial o vecinal. De esa forma lo advirtió el procurador 
familiar en Cortes, Liaño Flores, cuando se refirió a un “centralismo disfuncional, 
absorbente y disparatado” perturbador de la más amplia dinámica social95. 

Existía, en ese momento, “un ancho abismo entre la España oficial y la real, 
pero, a diferencia de lo sucedido en 1914, cuando Ortega escribió su Vieja y nueva 
política, existía la posibilidad de que la segunda se impusiera a la primera”96. Los 

92	 Jiménez Redondo, J. C. (2012): 36.
93	 Así lo definió Ramón Trías en La Vanguardia Española, 12 de mayo de 1974, p. 15, “Preparar 

las condiciones. La lección portuguesa”.
94	 ABC, 31 de octubre de 1974, p. 8, “El cambio político”.
95	 Entrevista a José Manuel Liaño Flores, 14 de octubre de 2014, Archivo privado de la familia 

Liaño Pedreira.
96	 Tusell Gómez, J. (1994): 66.
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cambios producidos entre octubre de 1974 y octubre de 1975 resultan evidentes. 
En la primera fecha, el todavía príncipe, Juan Carlos, exhortó a organizar la derecha 
mientras, un año después, subrayó la importancia de “levantar la bandera blanca”, 
la correspondiente a una fuerza política de centro y moderada97. Una opción que 
fue concebida como la alternativa capaz de evitar el “choque frontal de dos posi-
ciones de antagonismos irreductibles” y de responder a “la realidad sociológica”98. 
Tal y como repitió mediante diferentes fórmulas una parte relevante del personal 
político integrado en la dictadura, las opciones en ese momento se reducían a dos. 
Reforma o ruptura, cambio o vuelco, reforma o revolución, reformar sí o sí. Ade-
más, del modo en que lo planteó el consejero nacional y procurador en Cortes, 
Nicolás Franco, las circunstancias apremiaban: “no hay que temer a los cambios, 
sino a la falta de ellos cuando son urgentes e ineludibles”, la ausencia de una trans-
formación en el sistema político abocaba a una situación crítica: “los que llaman 
subversión a una reforma razonable no advierten que nos llevan a una subversión 
irracional”99.

El Instituto de Estudios Políticos advertía por entonces la difícil situación en 
que se hallaba el Movimiento y sus organizaciones, convertidas en “mera cobertura 
formal sin contenido”. Esta situación estaba relacionada con lo que, entendían, era 
una crisis generacional, pero también con las actitudes y modos de proceder que 
la habían caracterizado en las décadas precedentes, situándolos en una situación 
harto compleja:

“Claramente hay que admitir que el Movimiento se ha quedado sin jóvenes. 

Se trata nada menos que de una hipoteca irredimible del futuro. Me parece 

ocioso buscar responsabilidades, precisamente en un tipo organizativo que 

como principio enarboló desde el primer momento la formación de la juven-

tud. Tal vez toda la culpa no sea de los cuadros formales del Movimiento, 

pero sí hay que señalar que a partir de determinado momento la actitud ha-

cia el joven ha sido no solo de recelo sino de patente temor. Los hombres 

del Movimiento no hemos sabido llegar a la comprensión de los modos de 

expresarse, de sentir y de pensar o simplemente de presentarse externamente 

de los jóvenes españoles. El resultado es bien grave, sin jóvenes no hay fu-

turo”.

Precisamente, el objeto del documento consistía en informar acerca de la im-
plementación de un nuevo tipo de organización dentro del Movimiento, los Cen-
tros Culturales, cuyo objetivo esencial era recuperar la juventud mediante la incor-

97	 López Rodó, L. (1993): 88 y 167.
98	 Meilán Gil, J. L. (1977): 34.
99	 LVG, 4 de abril de 1975, p. 18, “Nicolás Franco a Cambio 16”.
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poración de una actitud política, o “constelación de valores” que no debería de ser 
impuesta, sino conseguida a través de actividades “aparentemente despolitizadas”. 
Para alcanzar ese propósito, el Instituto advertía acerca de la actitud a mantener 
en el caso de que el proyecto de esos nuevos círculos prosperase, puesto que la 
acostumbrada incomprensión intergeneracional encontraba su causa en los más 
maduros, al aferrarse a “ideas o valores que consideran intangibles y que muchas 
veces no son tales en realidad”. Sin embargo, muestra de la inseguridad que provo-
caban los intentos de establecer, o reestablecer, el contacto con las “masas”, el IEP 
también alertaba acerca de tres posibles peligros: que la convivencia no se consi-
guiera y se rompiese la “solidaridad humana”, recomendado en ese caso su clausu-
ra inmediata; que se convirtiesen en núcleos “sistemáticos de oposición al sistema 
político”; o que cristalizasen en “núcleo de resentimientos o nostalgias de lo que 
el tiempo ha superado”, no pudiendo, “de ninguna manera pasar a ser refugios o 
cobijos ultras”100.

Los meses que transcurrieron desde la confección de ese informe hasta julio de 
1976, momento en que Adolfo Suárez fue nombrado presidente, estuvieron presi-
didos por una amplia movilización social. Ciertamente, la conflictividad en forma 
de huelgas, manifiestos y actos reivindicativos estuvieron lejos de alcanzar el nivel 
de una huelga general capaz de hacer caer al régimen, sin embargo, el aumento y 
la diversificación del disenso revistieron la suficiente importancia para alimentar 
la inquietud en el régimen. Siguiendo de nuevo a López Rodó, el rey Juan Carlos 
I habría planteado, en octubre de 1975, la posibilidad de abdicar “si las cosas se 
ponían mal”; Areilza planteaba un “plan b” por si Juan Carlos se hundía al no 
concitar un consenso social, consistente en situar en la “reserva política” al padre 
de éste, el Conde de Barcelona; y Fraga vaticinaba, en enero de 1976, que en el pla-
zo de seis meses “se produciría, como en Portugal, un fuerte tirón en materia de 
orden público, habrá conflictos sociales serios y el FRAP y ETA querrán hacer una 
confrontación de fuerzas con el Gobierno”101.

Pero la ampliación y diversificación del disenso no solo se manifestaba en for-
ma de movilización activa a través de organizaciones clandestinas. La mayoría 
silenciosa a la que aludieron constantemente desde los sectores reformistas del 
régimen o desde la oposición semitolerada, especialmente de signo democratacris-
tiana, estaba alejada de los planteamientos autoritarios. La percepción de la situa-
ción política por parte de los españoles había empeorado considerablemente en 
los últimos años. Las conclusiones del Instituto de Opinión Pública (IOP) a raíz 

100	 AGA, SGM, Informe del Instituto de Estudios Políticos sobre Centros de Convivencia, 23 de abril de 
1974.

101	 En septiembre de 1977, el rey Juan Carlos I habría reiterado “medio en broma y medio en 
serio” la posibilidad de exiliarse, López Rodó, L. (1993): 276, 159, 202, 339.
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del barómetro sobre la coyuntura económica, social y política, de junio de 1975, 
advirtieron como los problemas que más preocupaban a los españoles eran, por 
este orden, la elevación de los precios, la educación, el trabajo, la asistencia médica 
y los salarios. Pero, además, el informe remitido al Gobierno advertía como “la 
evaluación de la situación política del país es bastante crítica, sobre todo si el dato 
se compara con los de encuestas anteriores”. Ese comentario se acompañó de la 
evolución sobre la percepción de la situación política. Desde 1973, aquellos que la 
consideraban buena o muy buena habían descendido en 22 puntos porcentuales. 
Los analistas consideraban que la evaluación de los españoles no era satisfactoria 
por dos motivos fundamentales, la “disminución considerable de quienes se expre-
san en términos positivos y el aumento del número de los que no responden”. Esta 
última opción se había incrementado, para el mismo período en un porcentaje del 
21%, lo cual “no debería de ser interpretado en términos de apatía o ignorancia, 
sino también de temor a manifestarse sobre estos problemas en una coyuntura de 
tensión”. Asimismo, el documento continuó advirtiendo la evolución desfavorable 
de las opiniones respecto a la acción de los gobernantes e incidiendo en una cues-
tión de especial interés para nuestro estudio, los españoles concedían cada vez más 
importancia al valor de la justicia y descendía la percepción de su capacidad para 
influenciar en el acontecer político. Estos aspectos, de acuerdo con la conclusión 
del IOP, podrían constituir “un indicador de disconformidad política”102.

El 15 de diciembre de 1975, dos meses más tarde de haberse llevado a cabo la 
encuesta anterior y habiéndose producido el fallecimiento de Franco, tuvo lugar el 
primer consejo de ministros presidido por el rey Juan Carlos I. A su finalización, 
el Gobierno realizó una declaración mediante la que, “dentro del espíritu del pri-
mer mensaje de la Corona”, se comprometía a poner en marcha los perfecciona-
mientos y reformas que fuesen necesarios para acomodar las instituciones políti-
cas, administrativas y sindicales al desarrollo económico, social, cultural y político 
del pueblo español. Para ello, se comprometió a ampliar las libertades y derechos 
ciudadanos o a reformar las instituciones representativas103. A los tres días de esa 
declaración, el Gobierno estuvo en disposición de conocer cuáles eran las expecta-
tivas políticas de los españoles. El IOP llevó a cabo un nuevo sondeo de opinión 
que, estimaba, poseía un nivel de confianza del 95% y un margen de error del 2%. 
En sus resultados destaca la opinión de los encuestados acerca de sus preferencias 
con relación al futuro político español. Existiendo cuatro respuestas posibles, la 
mayoría de los hombres (38%) contestó “que se pusiera en marcha inmediatamente 

102	 AGA, Presidencia, Encuesta – barómetro del IOP sobre la coyuntura económica, social y 
política de España, octubre de 1975.

103	 LVG, 15 de diciembre de 1975, p. 6, “Declaración del Gobierno”.
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un sistema democrático como el de los países de Europa”. Esta opción fue la elegi-
da por un 20% de las mujeres que, en cambio, optaron mayoritariamente por “una 
lenta evolución hacia un sistema democrático” (26%). Además, el informe entrega-
do al Gobierno advertía que las personas más interesadas en el establecimiento in-
mediato de un sistema democrático eran “las de más alto nivel ocupacional” junto 
con los obreros especializados, quienes coincidían en ser, además, “los más infor-
mados”. Finalmente, el documento concluía que existía una mayoría “dispuesta 
a apoyar el cambio político democrático y las reformas institucionales necesarias 
para que el ámbito de la participación y las libertades se ensanche cada vez más” 104.

Existía, pues, una tensión o dualismo entre la permanencia del autoritarismo y 
las aspiraciones sociales. Algunos políticos integrados en el régimen tuvieron la ca-
pacidad de comprender y la habilidad de reconocer esa situación, del mismo modo 
que consideraron imprescindible ofrecer respuestas a los problemas que produ-
cían una “insatisfacción individual de horizontes vitales en exceso predetermina-
dos estatalmente” y que constituían un factor de inestabilidad. Era imprescindible 
crear un “continente en el que se compensasen y armonizasen los intereses de los 
grandes grupos sociales, en el que éstos se sientan protagonistas activos y no pasi-
vos de una empresa común”105. 

El panorama general acerca de los problemas de fondo que hemos comentado 
en el apartado anterior, puede complementarse con un informe que, remitido a 
la Presidencia del Gobierno en febrero de 1976, tenía por objeto advertir sobre 
algunas de las dificultades que afectaban al país en ese momento. Ese  documen-
to relacionaba como un número considerable de jueces de primera instancia ha-
bía dirigido varios escritos al Presidente del Tribunal Supremo relacionándole los 
problemas que les “preocupan e inquietan y cuya falta de solución compete a un 
Estado de Derecho”; los Colegios de Abogados de varias provincias remitían car-
tas al Capitán General de Madrid y al Presidente del Gobierno en los que mostra-
ban su apoyo a los militares de la UMD procesados; la “gimnasia revolucionaria” 
continuaba a través de manifestaciones que, aun siendo ilegales, se producían de 
igual modo, llamando la atención sobre lo estéril de mantener las prohibiciones 
“en cualquier reglamentación futura del derecho a manifestarse”; se mostraba el 
desconcierto generado ante la prohibición de unos recitales y la autorización de 
otros, aun a sabiendas de los resultados que iban a producir con relación a la al-
teración del orden público; proliferaban las reuniones de organizaciones ilegales 
que, publicitadas por la prensa, creaban en la opinión pública la impresión “de que 

104	 AGA, Presidencia, Sondeo de opinión sobre la Declaración del Gobierno del 15 de diciem-
bre de 1975, 18 de diciembre de 1975.

105	 Meilán Gil, J. L. (1977): 44, 45.



Ciudadanía y cambio social en el tardofranquismo y la transición a la democracia 97

Minius, n.º 30, 2025 (69-105) / ISSN: 1131-5989

el Gobierno se despreocupa por tales actividades”; los Colegios Profesionales esta-
ban desvirtuando su verdadera finalidad a través de una profunda politización; la 
prensa nacional y extranjera se hacían eco de la fuga de capitales que se estaba pro-
duciendo en España, sin “ninguna aclaración oficial u oficiosa sobre el tema”; los 
medios de información llenaban sus páginas con actividades de los grupos ilegales, 
cuyas ruedas de prensa y notas proliferaban y primaban sobre las asociaciones polí-
ticas autorizadas que desarrollaban “escasas o nulas actividades”106.

Estos testimonios evidencian la escasa solidez de cualquier interpretación so-
bre el período en términos deterministas o de una planificación preconcebida que 
no tiene en cuenta a los diferentes actores individuales y tendencias colectivas a lo 
largo de todo el proceso que culminaría en la Transición. Pero, además contribu-
yen a explicar la urgencia por tomar la iniciativa de los acontecimientos políticos. 
En abril de 1974, la inseguridad en el régimen era tal que se advertía como “el 
cambio sin ruptura” solo podía “intentarse organizando una mayoría política”, 
articulación que debería de acometerse de forma urgente: “esta es su hora; mañana, 
quizá no tenga sentido ni justificación”107. Esa celeridad también fue expresada en 
las Cortes, especialmente por los procuradores integrados en el Grupo Parlamen-
tario Independiente (GPI) a partir de marzo de 1975.

Pese a una actividad extraoficial hasta el reconocimiento de los grupos par-
lamentarios un año más tarde, sus procuradores comenzaron, desde aquel mo-
mento, a coordinar y plantear las acciones parlamentarias desde una postura que 
definieron como “democrática, social y progresista”108. En los meses siguientes, 
presentaron proposiciones de ley sobre la reforma del Reglamento de las Cortes, 
con la que pretendían configurar el pleno de la Cámara como órgano legislati-
vo habitual y permanente; la constitución de grupos parlamentarios; el recono-
cimiento de los derechos de Reunión y Manifestación que procurase “restituir a 
los españoles el libre y pacífico ejercicio de tales derechos”; mociones y estudios 
como la relativa a la revisión de los delitos contra la seguridad interior del Estado 
que permitiese “alcanzar la amnistía y la concordia entre todos los españoles”; o 
la normativa asociacionista que posibilitase “el libre juego político de todos los 
ciudadanos”. También este grupo se refirió a una “nueva mayoría”, en términos 
similares a las “masas moderadas” expresadas por Tácito109. 

Para ello, habría que renunciar a atraer todo aquello que produjese rechazo, 
siendo conscientes de que la “mayoría silenciosa”, situada entre los veinte y los 
treinta años, mostraba su reticencia ante la situación actual y que contar con su 

106	 AGA, Presidencia, Informe sobre situaciones conflictivas, 9 de febrero de 1976.
107	 ABC, 16 de abril de 1975, p. 3, “Entre Francia y Portugal”; Meilán Gil (1977: pp. 88-89).
108	 Archivo del Congreso de los Diputados (ACD), Serie General, Legajo 3691 núm. 5.
109	 Powell, C. (2007): 67.
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adhesión, en un principio, resultaba “demasiado optimista”. La simpatía de estos 
grupos solo se podría alcanzar a través de los hechos, de “enterrar lo que es arcaico” 
y de la imaginación para extraer y proyectar hacia el futuro las líneas progresivas 
que habían sido trazadas durante los últimos años. El propósito consistía en al-
canzar la confianza, para después la afección, de todos aquellos que deseaban un 
“futuro sin traumas, sin revanchismos ni almonedas”, objetivo que no se podría 
lograr con una mera reproducción del pasado y el liderazgo de las “primeras figu-
ras de antaño”, sino mediante una combinación de “valores acreditados en la vida 
pública con otros que lo están en su ambiente profesional, sindical y laboral”110. 

En la misma sesión en la que Adolfo Suárez protagonizó su conocida inter-
vención en las Cortes, mencionada en la introducción de este trabajo, Meilán Gil 
pronunció un elocuente discurso acerca de la situación social por la que atravesaba 
el país: 

“Hay que gobernar el cambio, hay que dirigir el rumbo del cambio, hay que 

encauzar las nuevas fuerzas sociales que la propia vitalidad del país ha gene-

rado; hay que evitar ser engullidos por el remolino del cambio, hay que evitar 

dejar a su merced la nave del Estado”. 

Para ese dominio de la situación, y ante unas futuribles elecciones, resultaba 
imprescindible la agrupación política de los ciudadanos, puesto que las agrupacio-
nes “no surgen de la noche a la mañana (…) Hay que coordinar voluntades, hay que 
remover inercias y no disponemos de mucho tiempo”111. 

Si hace unas líneas acotábamos nuestro análisis a la llegada de Adolfo Suárez al 
poder es, precisamente, porque representa el comienzo de la dirección del proceso 
de cambio por una parte del personal procedente de la dictadura. El momento en 
que lograron detener un tempo que parecía devorarles112. En su discurso televisado, 
presentando a los españoles el Proyecto de Ley para la Reforma Política, Suárez 
insistió de nuevo en la necesidad de “acomodar nuestros esquemas legales a la rea-
lidad del país”, de atender “las demandas políticas que se producen desde la ciuda-
danía”, y de “acomodar la legalidad a las realidades nacionales”. Con ello, afirmaba, 
comenzaban a convertir en realidad la proposición enunciada meses atrás: “elevar 
a la categoría política de normal lo que a nivel de calle es simplemente normal”113. 
Una vez dado ese paso, el siguiente movimiento consistió en organizar una fuerza 

110	 ABC, 9 de mayo de 1975, p. 3, “La nueva mayoría”; Meilán Gil (1977: p. 94).
111	 DSP, nº 27, 8 y 9 de junio de 1976, pp. 26-34.
112	 El director del IEP, Jesús Fueyo, también habría mostrado esa sensación mediante la expre-

sión “el tiempo nos ha devorado”, López Rodó (1993: p. 101).
113	 ABC, 11 de septiembre de 1976, pp. 6-8, “Discurso del Presidente del Gobierno”; RTVE, 

Mensaje institucional del presidente del Gobierno Adolfo Suárez antes del referéndum de 
la reforma política en 1976, disponible en https://www.rtve.es/play/videos/fue-noticia-en-
el-archivo-de-rtve/discurso-adolfo-suarez-previo-referendum-1976/5611744/
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política que, además de servir de apoyo al Gobierno, estuviese en condiciones de 
ganar las elecciones, fundamental porque, de lo contrario, “el gobierno tendría que 
marcharse”114. Tal y como lo advirtieron figuras relevantes del régimen, resultaba 
fundamental no caer derrotados, impedir una entrega de poder que les condujese 
“al paredón” para, una vez obtenida la victoria, tratar de “salvar cuanto fuera posi-
ble de las Instituciones existentes”115. La creación de una oferta electoral adaptada 
a la “realidad sociológica representada por tantas personas que desearían votar en 
lo que ahora se denomina centro”, una opción que permitiese evitar la disyuntiva 
entre dos fuerzas opuestas que “forzasen a todo el país a lo que no todo el país 
quería” (Meilán, 1977: pp. 29 y 34).

Empero, además de la organización de una bandera blanca, el gabinete de Suárez 
tendría que hacer frente a una difícil situación social y económica durante los si-
guientes meses donde, según lo apreciaba Marcelo Caetano “dominaba el espíritu 
de cambio” y una sociedad “seducida, como el resto de Europa, por el espejismo 
socialista”116. Esta coyuntura les empujó a un proceso de negociación y compro-
miso, evidencia de la importancia de otros actores en el proceso de cambio polí-
tico. Los informes elaborados por el Ministerio de Trabajo advirtieron que, en el 
transcurso de 1976, se había asistido a un “proceso conflictivo nacional” debido 
a factores sociales, económicos y políticos. La incidencia de las tensiones se había 
agravado desde finales de 1975 debido a “aditivos de carácter político-social” que 
habían convertido en “estériles” los esfuerzos para “intentar clarificar el campo 
motivacional, de forma que pudiéramos ofrecer una panorámica conflictiva diáfa-
na y realista”. La situación social crítica resulta abrumadora al tomar como refe-
rencia los parámetros asociados a la conflictividad entre 1975 y 1976, y entre Espa-
ña y los países europeos de su entorno. Los conflictos habían ascendido desde los 
3.156 en 1975, a los 40.179 en 1976; los trabajadores afectados desde los 504.200 
a los 2.463.000; y las horas perdidas pasaron de las 14.521.000 a las 92.039.000. 
Respecto a la comparativa con algunos países europeos, España había acumulado 
en 1976 106.561 horas perdidas por huelgas, Alemania, 1.188, Bélgica, 7.157, Ingla-
terra, 25.088 y Francia, 35.831117. 

El escenario español estaba dominado por el desempleo creciente que la emi-
gración ya no podía absorber debido a la crisis global, los precios se elevaban de 

114	 Areilza se habría expresado en esos términos de acuerdo con lo apuntado por López Rodó 
(1993: pp. 199 y 212). 

115	 Conforme a lo advertido por López Rodó (1993: p. 241) así lo expresó, en abril de 1976, el 
ministro de Industria, Carlos Pérez Bricio.

116	 Cartas remitidas por Marcelo Caetano a López Rodó, en López Rodó (1993: Anexos 28 y 
32).

117	 AGA, SGM, Avance Informativo de Conflictos Colectivos, Ministerio de Trabajo, 1976.
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forma continua y la conflictividad laboral se incrementaba y “presionaba con in-
sistencia”, en parte, debido a razones económicas y en defensa del bienestar social 
alcanzado, en otras ocasiones, por motivaciones políticas118. En febrero de 1977 se 
procedió a la regulación del derecho de huelga. Su motivación residía en el desa-
rrollo de la sociedad española y la “necesidad de adecuar las normas reguladoras de 
los fenómenos sociales” a su contenido y dinamismo, con el objeto de “no provocar 
contradicciones insalvables entre el hecho social, su dinamismo y la normativa”. 
Resultaba preciso dotar al país de un nuevo marco jurídico capaz de regular las 
relaciones “obrero-patronales”, adaptándolas a las “nuevas circunstancias sociales, 
sindicales y políticas”119. 

Cuatro meses más tarde, las urnas permitieron a la Unión de Centro Democrá-
tico (UCD) confirmar su pronóstico acerca de la existencia de una mayoría silen-
ciosa y como la agitación en la calle resultaba una “base imprecisa” para calibrar 
la voluntad de la ciudadanía120. La formación centrista, mediante candidaturas 
integradas por un número considerable de figuras procedentes de la dictadura, fue 
la más votada en las elecciones generales a las Cortes. Sin embargo, su lenguaje y 
sus mensajes respondían a la adaptación y adopción de una tradición y unas de-
mandas presentes en una sociedad civil que ya estaba allí desde hacía años121, y su 
propuesta no se producía en un régimen reformado, sino tras haber aceptado su 
obsolescencia y procedido a una reforma que lo había demolido. 

CONCLUSIÓN

De acuerdo con lo señalado, resulta evidente la existencia de un distanciamiento 
gradual entre la ciudadanía española y el Estado autoritario desde finales de los 
años cincuenta. Esa separación fue el producto de la adopción por parte de la so-
ciedad de valores, mentalidades y actitudes que entraron en confrontación con los 
oficiales. Esta tendencia derivó en la adopción de una identidad y una tradición 
social eminentemente democráticas. Tolerancia, deseo de convivencia, afán de re-
conciliación, aspiración a participar en los procesos de tomas de decisión, mante-
nimiento de la paz y el orden social se contrapusieron a un discurso polarizador 

118	 AGA, SGM, Boletín de Información, 1, octubre de 1976, Secretaría General Técnica, Minis-
terio de Trabajo.

119	 AGA, SGM, Justificación de la proposición de Ley Reguladora del Derecho de Huelga, 17 de 
febrero de 1977.

120	 De ese modo lo expresaba Adolfo Suárez durante un discurso celebrado en abril de 1977, en 
Linz y Stepan, 1996: p. 97. 

121	 Pérez Díaz, V. (1993): 45.
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basado en la exclusión y a unos cauces que impedían la libre expresión y la inter-
vención del cuerpo social. Ante esa tendencia, el régimen reconoció internamente 
su dificultad para movilizar y concitar o renovar la adhesión de los ciudadanos.

Se ha evidenciado como en el seno de la dictadura hubo frustración, preocupa-
ción, reproches recíprocos entre sus sustentadores y acusaciones de entreguismo. 
La mayoría de las propuestas e intentos destinados a ampliar los mecanismos para 
la participación y la representación de la ciudadanía fueron pospuestos ante el 
temor a una depreciación de la dominación social. Recelos alentados por los resul-
tados que produjeron algunas reformas que sí vieron la luz, como la ley de Prensa 
e Imprenta, la disolución de las organizaciones de encuadramiento en la universi-
dad, la negociación colectiva en el mundo del trabajo o la asociación no política 
de los ciudadanos. Todos y cada uno de esos supuestos fueron aprovechados para 
expandir prácticas y planteamientos que acabaron por resultar incompatibles con 
la continuidad del régimen autoritario. En ocasiones, el incremento y la extensión 
del disenso se relacionó con la actividad desplegada por organizaciones de la opo-
sición clandestina o grupos ideologizados y politizados. En otras, se originaron 
como consecuencia de la dinámica participativa que distinguió a grupos sin pre-
tensiones políticas —conscientes o definidas—, cuyos propósitos estaban centrados 
en buscar y reclamar soluciones a problemas de la más diversa índole que la auto-
ridad no atendía o resolvía satisfactoriamente.

La necesidad de implementar reformas políticas destinadas a renovar el control 
y el consentimiento social y asegurar la pervivencia del régimen autoritario fueron 
enunciadas desde sectores o personalidades integrados en la dictadura a lo largo 
de todo el período analizado. Si bien, a comienzos de los años setenta se advierte 
una aceleración de esa tendencia. La muerte en atentado terrorista del presidente 
del Gobierno, Carrero Blanco; la lección representada por el saneamento de la re-
volución portuguesa; la decrepitud de Franco; y el inicio de una crisis económica 
que iba a devaluar la pretendida legitimidad de ejercicio, operaron excitando e im-
pulsando los factores críticos que el régimen venía acumulando desde hacía más 
de una década. Las muestras de disenso entre lo que la dictadura definió como los 
motores más cualificados de la sociedad empujaron a exhortar la necesidad de un 
cambio urgente. A comienzos de 1976, la disyuntiva reforma o ruptura se había 
impuesto sobre la opción de una continuidad cuyas consecuencias fueron adver-
tidas sumamente peligrosas. Sin embargo, no fue hasta julio de ese año cuando el 
rey Juan Carlos I y el personal político más consciente de la dictadura reconocieron 
ineludible adaptar el sistema político a la realidad social. Cuando las teorías que 
aludían a la existencia de una mayoría sociológica ubicada en el centro político 
fueron tomadas en consideración, ya no resultaba factible la reforma del régimen. 
Era imprescindible organizar y movilizar políticamente aquella supuesta mayoría 
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de cara a un escenario electoral. Así, y solo así, dio comienzo un proceso de nego-
ciación entre actores políticos procedentes de la dictadura y de la oposición, cuya 
iniciativa correspondió a un Gobierno interesado en establecer un nuevo marco 
jurídico-político democrático que garantizase su continuidad y eludiese la posi-
bilidad de un cambio que afectase de forma sustancial el orden socioeconómico 
establecido.
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